66001-31-10-001-2007-00326-01

66001-31-10-001-2006-00326-01


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López




Pereira, veintiuno de julio de dos mil nueve



Acta  Nº  322.
A las diez de la mañana del día de hoy, hora y fecha señaladas para continuar la audiencia prevista en el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal de divorcio de matrimonio civil promovido por Diana María Quintero Giraldo contra Alireza Rangbar Zadeh, los Magistrados Fernán Camilo Valencia López, Claudia María Arcila Ríos y Gonzalo Flórez Moreno, que integran la Sala Civil – Familia del Tribunal, en asocio de la Secretaria de la misma declaran abierto el acto público y proceden a resolver de mérito la apelación interpuesta por el apoderado de la parte demandante contra la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Familia el 11 de mayo del presente año, de acuerdo con el proyecto de fallo presentado por el Magistrado Ponente, el que fue aprobado en la sesión de que da cuenta el acta de la referencia.

ANTECEDENTES

La señora Quintero Giraldo solicitó decretar el divorcio del matrimonio civil que tiene contraído con el iraní Alireza Rangbar Zadeh, declarar disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal, disponer “la inscripción de la sentencia una vez ejecutoriada en los respectivos folios del Registro Civil”, declarar que no existirán obligaciones recíprocas entre los cónyuges “ya que cada uno responderá independientemente de sus alimentos y demás gastos con sus propios recursos y trabajo” y autorizar su residencia separada.
Expuso en apoyo de estas pretensiones que se casó con el demandado el 9 de agosto de 2002 en la Notaría Primera del Circulo de Pereira, unión de la que no hubo descendencia y que desde “aproximadamente el 20 de febrero de 2004”, fecha en que el cónyuge abandonó el hogar desatendiendo sus deberes de esposo, han estado separados de hecho.      

La demanda se admitió por auto de 7 de mayo de 2007, en el que se dispuso correr traslado al demandado. Por motivo de no haber sido localizado el señor Rangbar Zadeh en la dirección que aportó la demandante y previa solicitud de la misma, se dispuso, mediante proveído de 6 de agosto de 2007 su emplazamiento. Cumplido el mismo, con apego a lo reglado por el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil, sin que atendiera el llamamiento edictal, se hizo la designación del curador ad-litem, quien descorrió oportunamente el traslado de la demanda para manifestar que no se oponía a sus pretensiones “siempre y cuando resulten probados los hechos en que se sustenta la demanda y más concretamente la causal de separación de cuerpos de hecho por más de dos años”. En la audiencia de que trata el artículo 430 del Código de Procedimiento Civil, luego de declarar superadas las etapas de conciliación, de saneamiento y fijación del litigio, se decretaron las pruebas pedidas por la parte demandante, que incluyeron recibir las declaraciones de Viviana Carmona Aristizábal, Gloria Giraldo Giraldo y Gabriel de Jesús Martínez Ríos, y de oficio se pidió al ‘D.A.S.’ certificar las salidas e ingresos al país de los esposos Quintero Giraldo y Rangbar Zadeh.

El Juzgado del conocimiento mediante sentencia dictada en la fecha referida al inicio de esta providencia decidió negar las pretensiones de la demanda.

Contra esta decisión interpuso el interesado el ordinario recurso de apelación, que en esta instancia compareció a sustentar, argumentando que se trata, en este proceso, de tener certeza “de que entre las partes hubo una separación de cuerpos de hecho, que al momento de presentar la demanda” llevaba más de tres años. Afirma que en el libelo se hicieron unas afirmaciones indefinidas, contenidas en los hechos “identificados con los números 2 y 3” que permanecieron incólumes dentro del proceso; que el juzgado de instancia planteó sin sustento que “hubo una reconciliación en el extranjero” y que “como [los esposos] están fuera del país pudieran haber hecho vida marital en el exterior” puesto que las pruebas arrimadas al expediente “corroboran que efectivamente la causal alegada en la demanda tiene asidero legal y ha sido demostrada en forma clara y contundente”
.

CONSIDERACIONES

La sentencia se fundó para negar las pretensiones en que “ninguna de las declaraciones aportadas por la demandante, dan certeza respecto de los elementos que configuran la causal Octava (sic) de divorcio alegada… pues la noticia sobre tal situación, la derivan de la información que la demandante o terceras personas les han comentado, pero no porque les conste personalmente” y en que “como las partes que conforman este asunto son personas ausentes del país… no puede haber certeza de que realmente la pareja en conflicto no se ha reconciliado”.
Se manifestó en el libelo que demandante y demandado “han estado separados de cuerpos de hecho por más de Tres (sic) (03) años, sin que a la fecha por iniciativa de uno de ellos haya existido en algún momento restablecimiento de la vida en común y familiar bajo el mismo techo”
 y que “la separación de hecho, viene aproximadamente desde el 20 de febrero de 2004, estando domiciliados en esta ciudad, el demandado abandonó el hogar, sin motivo alguno, desatendiendo desde entonces sus deberes de esposo. Desde esa fecha han vivido en habitaciones y residencias distintas, sin ningún tipo de relación conyugal”
, atestaciones que según entiende por ser ‘indefinidas’, no refutadas, deben tenerse por ciertas.

Importante precisar, por que ahí descansa la decisión que en esta instancia habrá de adoptarse, que dispone el estatuto procesal civil como regla general que toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso (artículo 174). Entonces, corresponde a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen a excepción de los que constituyen hechos notorios y afirmaciones o negaciones indefinidas.

Para lo que incumbe se aclara que no toda afirmación de hechos positivos o negativos, como fundamento de pretensiones está exenta de prueba por la parte interesada. Si bien es imposible probar jurídicamente aquellas negaciones o afirmaciones no referidas a circunstancias de tiempo, modo y lugar, por indefinidas; contrario ocurre con aquellas que lo son sólo en apariencia debido a las habilidades sintácticas de quien las expone, pero, que a la hora de la verdad se concretan en la demostración de un hecho de potencial exhibición.  Al respecto, de tiempo atrás tiene dicho la jurisprudencia
 que:
“Ciertamente no son infrecuentes los casos en que el demandante, al elaborar la demanda inicial del proceso, consigna en ella afirmaciones de hechos positivos y negativos como fundamento de sus pretensiones. Y si en relación con los primeros es claro que corre siempre con el deber de probarlos; no acontece lo propio con los segundos, puesto que éstos en algunos supuestos son de imposible demostración.

“Por cuanto no todas las negaciones contenidas en una demanda son de igual naturaleza, ni producen tampoco idénticos efectos jurídicos en materia de prueba judicial, para este efecto la doctrina las ha dividido en definidas e indefinidas. Corresponden las primeras a las que tienen por objeto la afirmación de hechos concretos, limitados en tiempo y lugar, que presuponen la existencia de otro hecho opuesto de igual naturaleza, el cual resulta afirmado implícita o indirectamente y que desde antiguo se han llamado negativa praegmatem; las segundas, es decir, las indefinidas, son aquellas negaciones que no implican, ni indirecta ni implícitamente la afirmación de hecho concreto y contrario.

“Si las negaciones definidas equivalen al velo que oculta la afirmación del hecho positivo contrario, pero decisivo en la cuestión litigada, no es necesario profunda reflexión para advertir que mal puede estar excusada su prueba; por tratarse de una negación apenas aparente o gramatical, el hecho contrario es susceptible de prueba y de ésta no puede prescindirse para el acogimiento de las súplicas de la demanda. Así, si el comprador alega que la mercancía recibida no es de la buena calidad pactada, está afirmando en el fondo que lo es de mala; y esta negativa de cualidad es susceptible de prueba. Las negaciones indefinidas, en cambio son de imposible demostración judicial, desde luego que no implican aseveración de otro hecho alguno; de que, como lo ha dicho la Corte, estas alegaciones “no pueden demostrarse no por negativas, sino por indefinidas”
 

Definitivamente las afirmaciones de la demanda, lejos de ser indefinidas, se dirigen básicamente a la demostración de que la separación de cuerpos de hecho de Diana María y Alireza Rangabar ha perdurado por un tiempo determinado y superior a un bienio, como lo exige la causal 8 del artículo 154 del Código Civil. Por tanto, se imponía para la parte interesada, la demostración de las circunstancias alegadas.
En cuanto a la valoración probatoria, la Sala comparte con la a-quo, el hecho de que en ningún momento puede concluirse con la certeza requerida en tan importante asunto, que la separación de los esposos haya sido superior al término exigido legalmente para el éxito de la pretensión divorcista:

Los testigos manifestaron de manera uniforme que las partes contrajeron matrimonio en 2002, se separaron en 2004 por el viaje del señor Rangbar Zadeh y que con posterioridad al alejamiento la demandante viajó a Japón. Las declaraciones de Viviana Carmona Aristizábal
, Gloria Giraldo Giraldo
 y Gabriel de Jesús Martínez Ríos
 son, en verdad, insuficientes para acceder a las pretensiones de la demanda. La primera expuso haberse enterado del viaje del señor Rangbar Zadeh porque la demandante “le contó que… había ido a despedirlo”; que desde que éste salió del país Diana, según le dijo ella misma, no ha sabido nada de él y, no tiene clara la época en que su prima viajó al Japón, pues dijo que pudo haber sido en 2005 ó 2006, de lo que se deduce que por no tener conocimiento directo de la situación sólo sabe lo que la interesada le ha dicho. Gloria Giraldo expuso, de manera incoherente, a pesar de haber referido que la fecha de la separación fue en 2004, que su sobrina comenzó a viajar en 2003 al Japón pero, que antes del abandono de su esposo nunca viajó al país asiático. Al respecto, Gabriel de Jesús Martínez Ríos afirmó que Diana María luego de la separación con su esposo permaneció en el país aproximadamente “dos años y medio” pero, no explicó la razón de la ciencia de su dicho. 

Lo anterior se afirma porque el valor probatorio de un testimonio no  se deriva exclusivamente de que sus dichos respalden sin más los hechos que fundan las pretensiones y que  una determinada norma prevé como presupuesto para acceder a una declaración judicial. De ahí que la regla 3 del Código de Procedimiento Civil establezca que el juez “pondrá especial empeño en que el testimonio sea exacto y completo, para lo cual exigirá al testigo que exponga la razón de la ciencia de su dicho con la explicación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que haya ocurrido cada hecho y de la forma como llegó a su conocimiento”.
En el expediente obra, además, un certificado de las entradas y salidas de Colombia de la demandante, expedido por el D.A.S., que da cuenta de que emigró en diciembre de 2004, o sea 13 meses después del presunto abandono del marido, y sólo regresó el 15 de enero de 2006, momento desde el cual registra otras tres salidas del país con lapsos, por supuesto, inferiores a dos años, que hace difícil que los testigos hubieran tenido conocimiento directo del tiempo que duró o ha durado la separación, sobre todo cuando ninguno alegó haber  residido con la señora Quintero Giraldo en el exterior.
Por último, ha de aclararse que la sentencia de primera instancia no se fundó en hipótesis traídas de los cabellos, como asegurar que la pareja se hubiera reconciliado por estar ambos fuera del territorio nacional, sino en que por motivo de sus residencias en países extranjeros Diana María Quintero Giraldo no acreditó que por más del bienio exigido legalmente hubiera estado separada de hecho de su esposo. Nada tan ilusorio como dar a entender que por estar la demandante domiciliada en Japón, sea exonerada de acreditar como corresponde los hechos en que funda su pretendido derecho, sobre todo cuando en los casos que lo requieran, la legislación adjetiva civil ha consagrado los mecanismos para la práctica de pruebas en el extranjero
. En  consecuencia, dada la incapacidad de los argumentos expuestos para derruir la sentencia apelada, debe respaldarse. Costas a cargo de la demandante.
A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que en este proceso dictó el Juzgado Primero de Familia el 11 de mayo de 2009. Costas a cargo de la parte recurrente.

Esta decisión se notifica en estrados a las partes (artículo 325 del Código de Procedimiento Civil). Finalizado el objeto de esta audiencia, este acto se declara clausurado y la presente acta es leída, aprobada y firmada por los que en ella intervinieron.

Los Magistrados,





Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos



Gonzalo Flórez Moreno

La Secretaria,

María Clemencia Correa Martínez
� Pues según considera a la demandante no  se le puede imponer una carga especial de permanecer en Colombia, mientras se tramita su divorcio toda vez que equivaldría a una “TÍPICA DENEGACIÓN DE JUSTICIA”., cfr f. 12, c. 2.


� Afirmación contenida en el hecho dos de la demanda.


� Afirmación contenida en el hecho tres de la demanda.


� Artículo 175 ibídem


� Caso en que se demandaba la resolución de un contrato por motivo de haberse entregado un tractor defectuoso y que el recurrente en casación básicamente alegaba que: “Esta afirmación del demandante en su demanda, de no entrega de la cosa vendida en las condiciones pactadas y en forma completa y perfecta, o sea la entrega imperfecta, incompleta y retardada, de acuerdo a la ley es un afirmación indefinida, sustancia de un hecho que no necesita probarse”.


� G.J.T., LXXV,23,.


� Cuñada de la demandante.


� Tía de la demandante.


� Hermano de un primo de la demandante.


� Artículo 193 ibídem.
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